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A Guillermo Fatás, le queremos, por su amistad leal y 
constante; le envidiamos, por su curiosidad intelectual sin 
límites y por sus saberes enciclopédicos; le admiramos, por 
su constante disponibilidad en la defensa de lo nuestro, 
sea lo aragonés o lo español.

Cuando pensamos en cómo se llega a la actual confi guración de 
los derechos humanos y en la libre opción de cada persona en sus 
relaciones con el Estado, creo que la libertad religiosa nos da una 
buena pista para constatar cómo se ha producido una compleja 
y esforzada evolución. El punto a que se ha llegado, que bien re-
fl eja la actual situación en Europa, y en España en concreto, es 
el de que cada uno, con entera libertad, asuma las aspiraciones 
que le dicte su conciencia, escogiendo una religión de entre las 
varias existentes, u optando por no tener ninguna, con las posi-

bles situaciones intermedias, siem-
pre abierta la puerta con normali-
dad al cambio de situación: de una 
religión a otra, o a ninguna, o a la 
inversa. El esquema representa la 
plena autonomía de cada persona, 
que ejercerá así su libertad, cons-
ciente de que asume la total res-

ponsabilidad de su conducta. Sería la plena confi rmación de la 
fi losofía de los derechos humanos. Situación alcanzada que im-
plicará inexcusablemente que el Estado adopte una postura de 
neutralidad.

La historia, con ejemplos más o menos borrosos, más o menos mi-
tológicos, resulta pródiga en ejemplos en los que el compromi-
so de un líder con determinada religión, implicaba que todos los 
súbditos de su territorio pasaban automáticamente a considerarse 
adscritos a dicha religión. Valgan como ejemplos, entre otros mu-
chos, las referencias a Teodorico el Grande declarando el cristia-
nismo como religión ofi cial del Imperio (387), a Vladimiro en Ru-
sia, a Boris I en Bulgaria (865), o el afán de Leovigildo por lograr la 
unidad dentro del arrianismo, mientras su hijo Recaredo apostaría 
por el cristianismo, con el borroso episodio de su muerte violen-
ta. Ejemplo obvio es el caso de Fernando e Isabel, conocidos co-
mo Reyes Católicos, que asumiendo que la convivencia entre re-
ligiones diferentes resultaba obstáculo insalvable para la gober-
nación, les conduciría, en confl uencia con otras circunstancias, a 
decretar la expulsión de judíos y musulmanes. Y, en coherencia, a 
instar la creación de la Inquisición, para asegurar el respeto a la 
religión ofi cial.

La situación se complicaría de manera notable a partir de la Re-
forma protestante: la ruptura de la unidad en lo religioso vendría 
acompañada en lo político de tensiones, difi cultades y enfrenta-
mientos tantas veces sangrientos. En esa tesitura, es de destacar, 
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entre otros, el hito que representa la Paz de Augsburgo, firmada en 1555 por el emperador Carlos 
V y la Liga de Esmalcalda, alcanzándose un compromiso entre católicos y protestantes para los te-
rritorios alemanes, con el criterio de que los príncipes puedan imponer a sus súbditos el sistema 
de creencias por el que hayan optado. Y en estas circunstancias hará su aparición el uso de la fra-
se que da título a estas páginas, que se atribuye al jurista de la Universidad de Greifswald, Joachim 
Stephanie (1544-1623).

No fue fácil la convivencia entre las diversas ramas que se desgajaron del viejo tronco común, bas-
te recordar la historia de los principados alemanes, Francia, Suiza, Reino Unido, Polonia y otros te-
rritorios. En el orbe católico se pondría en marcha el Concilio de Trento (1545-1563), marcando 
las pautas de lo que se ha llamado la Contrarreforma, con contenidos de tan amplia proyección. 
Por lo que a España respecta, Felipe II se comprometería con los cánones del Concilio, que pasa-
rían a presidir el obrar en sus reinos, fortaleciéndose así una situación de estrecho entrelazamien-
to del trono y el altar, prototipo de un Estado teocrático, en el que ambas partes trataban de sa-
car sus ventajas. Y así seguiría funcionando el sistema, con la secuela de que la Inquisición, además 
de su vigilancia sobre los judaizantes, proyectaría su influencia sobre los protestantes, sin descui-
dar cualquier desviación del dogma. De modo que, desde el punto de vista de lo que hoy llamamos 
los ciudadanos, como bien se evidencia en el ámbito de las creencias, lejos se estaba de cualquier 
esfera de libertad, pues serían sancionados gravemente quienes intentaran apartarse de las creen-
cias consideradas oficiales.

La situación cambiaría radicalmente cuando a finales del XVIII van apareciendo las modernas 
declaraciones de derechos, a la par que el Antiguo Régimen comenzaría a ser sustituido por una 
organización estatal de nuevo cuño. Ejemplar resulta el caso de la primera declaración de dere-
chos de la era moderna, la «Declaración de derechos del buen pueblo de Virginia», de 12 de junio 
de 1776, que se produce al otro lado del Atlántico, donde tanto habían influido las ideas de quie-
nes allí se establecieron huyendo de la persecución que sufrían por sus ideas religiosas en el Rei-
no Unido. Dentro de ese texto modélico, resulta paradigmático el último de sus preceptos, el XVI: 

Que la religión, o los deberes que tenemos para con nuestro Creador, y la manera de cumplirlos, solo 
pueden regirse por la razón y la convicción, no por la fuerza o la violencia; en consecuencia, todos los 
hombres tienen igual derecho al libre ejercicio de la religión de acuerdo con el dictamen de su conciencia, 
y que es deber recíproco de todos practicar la paciencia, el amor y la caridad cristiana para con el prójimo.

Auténtico cambio de paradigma representa la afirmación de que todos los hombres tienen derecho 
al libre ejercicio de la religión de acuerdo con el dictamen de su conciencia.

Comienza la era de la opción individual, personal. Es así como se inicia de lleno la oportunidad de 
los derechos del hombre frente al Estado, sin recibir imposiciones de este. Lo que representa para-
lelamente la superación de la situación que expresaba el aforismo en torno al cual giran estas re-
flexiones: para nada importa a los ciudadanos la religión del líder, por lo que dejará de tener sen-
tido que el Estado tenga una religión.

En coherencia con la línea que representa la Declaración de Virginia, en el acelerado proceso de la 
emergencia y organización de los Estados Unidos de América, al poco se iba a ofrecer un testimonio 
notable, símbolo de una enorme madurez, que continúa contemplándose todavía con admiración. 
Me refiero a la famosa primera enmienda a la Constitución de los Estados Unidos de 1787, en cuan-
to aborda de lleno la respuesta del Estado al tema religioso: El Congreso no podrá aprobar ninguna 
ley conducente al establecimiento de religión alguna, ni a prohibir el libre ejercicio de ninguna de 
ellas, aprobada el 25 de septiembre de 1789, que entró en vigor el 15 de diciembre de 1791. Insisto 
que me parece una fórmula encomiable, auténtico modelo para abordar tan delicado problema, y 
que conserva hoy toda su validez. Se llega así a la cúspide de la evolución. La regulación significa, 
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en efecto, la más plena libertad de conciencia a los ciudadanos, que podrán optar por las creencias 
que estén de acuerdo con su conciencia. De este modo, se asume el pluralismo propio de las socie-
dades que han evolucionado, integradas por una diversidad de componentes. Lo que lleva consigo 
la respuesta clave del Estado, que deberá ser neutral, sin decantarse a favor de ninguna de las reli-
giones en concreto. Ya no será posible determinar la religión de los ciudadanos por la pertenencia 
a un determinado reino o república. Lo que obviamente no impide que el Estado pueda tener re-
laciones con las confesiones, financiando incluso algunas actividades religiosas de interés general, 
como la prestación de servicios sociales o sanitarios, la protección del patrimonio histórico y ar-
tístico, etc. Pero el Estado como tal, pagado de afirmar su neutralidad, no tendrá religión alguna y 
asume que los ciudadanos puedan optar en libertad.

Volvamos a la regulación española donde vamos a encontrar una situación sorprendente, debido 
al continuado peso de los cánones del Concilio de Trento. Acabamos de celebrar jubilosamente el 
segundo centenario de la Constitución de Cádiz de 1812, que fue saludada con toda justicia como 
la recepción y eclosión de las ideas liberales. Así fue, en efecto, pero con la notable excepción de 
lo referente a la libertad de creencias. Me fijaré en tres pasajes de la misma, claramente indicati-
vos. Ante todo, el artículo 12 que aborda directamente el tema, y que resulta de una sorprenden-
te dureza a la vista de cómo había comenzado a reaccionarse en otros países (de lo que es tam-
bién expresivo el ejemplo francés, con el claro testimonio que ofrece el artículo 10 de la Declara-
ción de Derechos del Hombre y del Ciudadano, de 1789). Recuérdese que según dicho artículo 12, 
la religión de la Nación española es y será perpetuamente la católica, apostólica, romana, única 
verdadera. La Nación la protege por leyes sabias y justas y prohíbe el ejercicio de cualquier otra. 
Fórmula rigurosa, que representa una clara excepción dentro del inequívoco tono liberal del con-
junto. A ese carácter, tan sorprendentemente excluyente, se suma la fórmula que siempre suele re-
sultar falaz, cuando las constituciones se empeñan en recalcar algo como inmodificable hacia el 
futuro. Una vez más se comprueba que ese es y será perpetuamente, no podría sostenerse, como 
la historia ha evidenciado. 

Prototipo de constitución liberal, me lleva a detenerme, en segundo lugar, en la amplísima formu-
lación de la libertad de expresión, que se proclama en el artículo 371: Todos los españoles tienen 
libertad de escribir, imprimir y publicar sus ideas políticas sin necesidad de licencia, revisión o 
aprobación alguna anterior a la publicación... Precepto de tan amplio alcance que, además, en la 
práctica, dio lugar a una eclosión de dicha libertad (que había sido adelantada en los decretos da-
dos en la Isla de León), como ha sido unánimemente reconocido. Pues bien, el generoso texto cons-
titucional encierra una significativa reserva difícil de advertir si no se observa con cuidado: tan am-
plia libertad se refiere a las ideas políticas –que hoy nos parecerían las más difíciles de alcanzar–, 
con lo que se quiere significar que no alcanza a las ideas religiosas, en relación con las cuales se 
respetan los cánones de Trento que imponen previa censura de la autoridad eclesiástica.

Es admirable también la respuesta de la Constitución de Cádiz en relación con la instrucción públi-
ca. El artículo 366 es de una destacada modernidad al prevenir que haya escuelas de primeras letras 
en todos los pueblos de la Monarquía, y que habrá que enseñar a los niños a leer, escribir y contar y 
también una breve exposición de las obligaciones civiles, si bien se añade, y es lo que quiero desta-
car ahora en tercer lugar, que habrá que enseñarles, asimismo, el catecismo de la religión católica.

Significativa muestra esta de nuestra primera Constitución –tan fugaz en su vigencia como poten-
te en su significado–, que excluye cualquier pretensión diferente de los ciudadanos en el ámbito de 
las creencias. Bien lejos se está de poder hablar de una libertad pública o de un derecho humano.

Tras la muerte de Fernando VII y a partir de la Regencia de María Cristina (periodo que ha estu-
diado tan certeramente Alejandro Nieto) se van a entibiar y enfriar las relaciones Estado-Iglesia, a 
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partir de una serie de acontecimientos en los que no puedo detenerme ahora y de los que son bien 
expresivas las diversas desamortizaciones y las exclaustraciones. Dicho clima de tensión y de rup-
tura se refleja bien en la Constitución de 1837, que depara por su parte una destacada paradoja. 
Este texto, que como expresa su Preámbulo quiere revivir la Constitución de 19 de marzo de 1812, 
no contiene nada parecido al artículo 12 de esta. No se habla de que la religión católica sea la del 
Estado, ni la única admisible; nada se dice al respecto, aunque se contiene una referencia indirecta 
al ejercicio de la religión amén de un importante compromiso económico. Como indica el artícu-
lo 11, la Nación se obliga a mantener el culto y los ministros de la Religión Católica que profesan 
los españoles. ¿Es que no podían profesar otra? Entiendo en todo caso que la fórmula es más leve 
y menos rigurosa. De otra parte, en el campo de lo procesal, el artículo 4 suprime el fuero religioso.

La situación de tensión, que continuaría e, incluso, iría in crescendo, conduce tras un íter muy com-
plicado, al Concordato que al final firman en 1851 Isabel II y el papa Pío IX. En él reaparecen con 
energía los viejos criterios excluyentes. Son de sobras expresivos los dos primeros artículos. Según 
el primero, la Religión Católica, Apostólica, Romana, que, con exclusión de cualquier otro culto, 
continuará siendo la única de la Nación española, se conservará siempre en los dominios de S. 
M. Católica, con todos los derechos y prerrogativas de que debe gozar, según la ley de Dios y lo 
dispuesto por los sagrados cánones. Nótese la referencia expresa a la exclusión, así como la vuelta a 
los cánones. El afán de la Iglesia católica por controlar la enseñanza, se aprecia bien en el artículo 2, 

En su consecuencia, la instrucción en las universidades, colegios, seminarios y escuelas públicas o priva-
das de cualquier clase, será en todo conforme a la doctrina de la misma religión católica, y a este fin no 
se pondrá impedimento alguno a los obispos y demás prelados diocesanos, encargados por su ministerio 
de velar sobre la pureza de la doctrina, de la fe, de las costumbres, y sobre la educación religiosa de la ju-
ventud en el ejercicio de este cargo, aun en las escuelas públicas.

De modo que mediado el siglo XIX para nada hay cabida a la libertad de conciencia. Quienes están 
al frente del Estado pactan con la Iglesia católica, buscando la defensa de sus recíprocos intere-
ses, pero abandonando la tutela de los ciudadanos que, a la altura de los tiempos, verán cercena-
da su libertad de conciencia. La vieja regla del cuius regio, pretende seguir manteniéndose en pie. 

Pero la rueda seguirá rodando, con los altibajos tan frecuentes en la historia española. Llega la caí-
da de Isabel II y se alcanza el sexenio liberal, con tan diversos perfiles. La Constitución de 1869 sí 
reflejará la libertad de conciencia de manera amplia, si bien a través de un rodeo, y con el uso de 
un condicional que sorprende. El artículo 21, tras referirse en el párrafo primero a la religión cató-
lica, indicará en los dos siguientes párrafos:

[2] El ejercicio público o privado de cualquier otro culto queda garantizado a todos los extranjeros 
residentes en España sin más limitaciones que las reglas universales de la moral y del derecho. [3] Si 
algunos españoles profesan otra religión que la católica, es aplicable a los mismos todo lo dispuesto en 
el párrafo anterior.

Sorprende, en efecto, esa idea de que quienes practiquen otras religiones sean los extranjeros y 
que solo eventualmente hayan de hacerlo los españoles. Pero, al margen del rodeo, lo cierto es que 
se legitima con normalidad la libertad de conciencia. Aunque hay que advertir que el Estado si-
gue asumiendo el compromiso económico, dado que el párrafo 1 del precepto expresa: La Nación 
se obliga a mantener el culto y los ministros de la religión católica. Con todo, lo cierto es que se 
acabó el espacio para el cuius regio, eius religio, aunque, a pesar de los avances, resulta claro que 
el Estado sigue apostando por una religión a la que otorga su financiación.

Tampoco duraría la Constitución de 1869, periodo sustituido por la etapa de la Restauración, en la 
que afloraría la Constitución de 1876. En ella va a lucir de forma clara la libertad de conciencia, si 
bien con ciertas restricciones, lo que se hace compatible con la afirmación de una religión oficial. 
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Pero esto, ahora, no impedirá que los demás puedan practicar otras religiones, aunque con sensi-
bles limitaciones. Es el artículo 11 el que aborda la nueva fórmula constitucional:

[1] La religión Católica, Apostólica y Romana, es la del Estado. La Nación se obliga a mantener el culto 
y sus ministros. [2] Nadie será molestado en territorio español por sus opiniones religiosas, ni por el 
ejercicio de su respectivo culto, salvo el respeto debido a la moral cristiana. [3] No se permitirán, sin 
embargo, otras ceremonias ni manifestaciones públicas que las de la religión del Estado. 

Muy destacable, insisto, la fórmula de que nadie será molestado por sus opiniones religiosas ni por 
el ejercicio de su respectivo culto.

Representa una garantía clara, aunque desde la limitación innegable de la prohibición de las cere-
monias o manifestaciones públicas. Resquicios abiertos dentro de un planteamiento que conserva 
mucho de exclusivista: religión oficial, financiación por el Estado, reserva de las manifestaciones 
públicas del culto. Sin olvidar que, desde otras perspectivas, se seguían manteniendo en la Iglesia 
católica importantes privilegios, como la supervisión de la enseñanza. No se puede olvidar así que 
en tiempos de intenso despegar de la ciencia, arrumbando concepciones tradicionales, la paz uni-
versitaria se vería perturbada por la famosa Cuestión Universitaria, desde el rechazo de muy cua-
lificados profesores de la intromisión eclesiástica en las investigaciones. Página luminosa en cuan-
to a la reacción, en la que no puedo entretenerme por razones de espacio, que concluiría con la 
gran aportación que representó para España la creación de la Institución Libre de Enseñanza. El 
enrarecido clima que encontró en la práctica el ejercicio de la libertad de conciencia se refleja a 
la perfección en las magistrales palabras con que concluye don Benito Pérez Galdós los Episodios 
nacionales, esa inolvidable reflexión de la Historia, que cierra el episodio dedicado a Cánovas.

Conocida es la ruptura que se produjo con el advenimiento de la Segunda República, de lo que 
es buen testimonio la Constitución de 1931, ruptura que se manifiesta de manera señalada en el 
ámbito de lo religioso. La separación de la Iglesia y el Estado es un fruto que el tiempo ha hecho 
madurar y se cae solo del árbol. No pocos católicos lo postulan también y espero que sobre ello 
no se levante disputa mayor, diría don José Ortega y Gasset en su famoso discurso en el Congreso 
de los Diputados, de 4 de septiembre de 1931,1 en el debate constitucional, aunque Ortega disen-
tiría de la radicalidad de la fórmula que se proponía, y sería consagrada.

Se garantizará una amplia e igualitaria libertad de conciencia y el derecho de profesar y 
practicar libremente cualquier religión (artículo 27, párrafo 1), si bien es cierto que en el caso de 
manifestaciones públicas del culto, se exigía –para todos– autorización del Gobierno (27, [3]). Ad-
mitido el pluralismo, se proclama la neutralidad del Estado, lo que aborda el artículo 26, párra-
fo 2, en estos términos: El Estado, las regiones, las provincias y los municipios, no mantendrán, 
favorecerán ni auxiliarán económicamente a las Iglesias, Asociaciones e Instituciones religiosas. 
En esta línea, se aborda también de manera expresa el arraigado criterio de la financiación del cul-
to: Una ley especial regulará la total extinción, en el plazo de dos años, del presupuesto del clero 
(26, p. 3). Se descarta también la tradicional regla de supervisión de la enseñanza, al proclamar 
que esta será laica (48.5). Conocidas son, de otra parte, las severas reglas sobre las órdenes religio-
sas (párrafos finales del artículo 26), sobre las que ahora no voy a insistir, recordando solo, aparte 
del riguroso control, la prohibición de que se dedicaran a la enseñanza (o a la industria y al comer-
cio), la limitación de su patrimonio, sometido en todo caso a la fiscalidad común, así como el pun-
to culminante, de la disolución de la Compañía de Jesús –los jesuitas–, cuyos bienes serían nacio-
nalizados y afectados a fines benéficos y docentes. Lo que me lleva a consignar que cuando se hizo 
la Constitución de 1978 se tuvo muy presente la experiencia de la Segunda República, buscándo-

1 En VALERO LUMBRERAS, Á.: José Ortega y Gasset, diputado, Madrid, Congreso de los Diputados, 2014, p. 285.
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se abordar el problema religioso intentando una solución consensuada. Quede claro, en todo caso, 
que la fórmula republicana significaba la desaparición plena y sin fisuras de la situación expresada 
por la vieja regla, que tanto arraigo había tenido, del cuius regio, eius religio.

Conocidos son los movimientos pendulares que depara la historia de España. Sin poder detenerme 
ahora en el patético conjunto de circunstancias que marcaron la evolución, me limitaré a evocar 
algunos preceptos de las llamadas Leyes Fundamentales del periodo de Franco. Prescindiendo aho-
ra de los excesos, lo que tenía de más positivo y sólido la anterior regulación, se tirará por la borda, 
llegándose de nuevo a la consagración de fórmulas exclusivistas a favor de la Iglesia católica: así, 
las dos partes, Gobierno de Franco e Iglesia, tratan de defender sus recíprocos intereses. Choca ante 
todo, a la altura de los tiempos, la incisiva proclamación del segundo de los «Principios Nacionales 
del Movimiento», Ley Fundamental –ley de prerrogativa, promulgada por el propio Franco cuando 
ya llevaba casi veinte años en el poder–, de 17 de mayo de 1958: La Nación española considera un 
timbre de honor el acatamiento a la Ley de Dios, según la doctrina de la Santa Iglesia Católica, 
Apostólica y Romana, única verdadera, y fe inseparable de la conciencia nacional, que inspirará 
su legislación. Adviértase que se incorpora el única verdadera, del artículo 12 de la Constitución de 
Cádiz, evidenciándose aparte de otras cosas, y con el agua que había corrido bajo los puentes, la in-
congruencia de que una persona, por muy Caudillo de España que se considerara, y por muy cons-
ciente que fuera de su responsabilidad ante Dios y ante la Historia, viniera a calificar a una religión 
concreta como la única verdadera. Con el inri de afirmarse luego con fuerza (artículo 3), la nulidad 
de las leyes y disposiciones que vulneren o menoscaben los principios proclamados en dicha Ley.

Antes, en el Fuero de los Españoles de 17 de julio de 1945, amago de declaración de derechos cuan-
do ya los aliados habían ganado la Guerra –y que sería convertida en Ley Fundamental por medio 
de la Ley de Sucesión en la Jefatura del Estado, de 26 de julio de 1947–, se proclamaría en su redac-
ción inicial: La profesión y práctica de la Religión Católica, que es la del Estado español, gozará de 
protección oficial. / Nadie será molestado por sus creencias religiosas ni el ejercicio privado de su 
culto. No se permitirán otras ceremonias ni manifestaciones externas que las de la Religión Católica 
(artículo 6). De modo que, religión oficial del Estado, plenitud de opciones para la religión católica, y 
reconocimiento y culto privado –prohibición de manifestaciones externas– para las demás.

Sabido es con todo que, en la práctica, la aparente dicción del Fuero de los Españoles quedó des-
mentida por la realidad: se tardó en dar una regulación adecuada a dicha libertad e, incluso, algu-
nas organizaciones religiosas, como los testigos de Jehová, fueron sistemáticamente perseguidas, 
como tuve ocasión de demostrar en un temprano libro en que analizaba la jurisprudencia del Tri-
bunal Supremo en el ámbito de la Ley de Orden Público.

Cuando en 1967 se promulgó la Ley Orgánica del Estado y luego se hizo una publicación refundida 
de las Leyes Fundamentales, se aprovechó para modificar el párrafo 2 del citado artículo 6 del Fue-
ro de los Españoles, dándole la siguiente redacción: El Estado asumirá la protección de la libertad 
religiosa, que será garantizada por una eficaz tutela jurídica que, a la vez, salvaguarde la moral 
y el orden público. En el Preámbulo de la nueva versión se explicaría que la modificación referi-
da se hacía 

a los efectos de adecuar su texto a la Declaración Conciliar sobre libertad religiosa [del Concilio Vaticano 
II], promulgada el uno de diciembre del año 1965, que exige el reconocimiento explícito de este derecho 
en consonancia, además, con el segundo de los Principios Fundamentales del Movimiento, según el cual 
la doctrina de la Iglesia habrá de inspirar nuestra legislación.

La modificación parcial recogida no fue obstáculo para que el artículo 33 del propio Fuero de los 
Españoles insistiera en que el ejercicio de los derechos que se reconocen en este Fuero, no podrá 
atentar a la unidad... espiritual de España.
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Cuius regio, eius religio

Página tan poco brillante de nuestra historia que, para terminar, y ya brevemente, diré que sería 
cerrada por la Constitución del consenso que los españoles refrendaron ampliamente el 6 de di-
ciembre de 1978. En ella, y dentro de un magnífico Título I, «De los derechos y deberes de los espa-
ñoles», encontramos consagrados muy satisfactoriamente los dos aspectos que nos han venido in-
teresando en estas reflexiones. De un lado, el reconocimiento de la más amplia libertad ideológica, 
religiosa y de culto (artículo 16.1), auténtico derecho fundamental con todas las garantías –que 
incluye el recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional y luego, eventualmente, el recurso an-
te el Tribunal Europeo de Derechos Humanos–, desarrollado por una amplia Ley Orgánica de Liber-
tad Religiosa, 7/1980 de 5 de julio, que fue aprobada por las Cortes por práctica unanimidad (con 
solo un par de abstenciones). De otra parte, el reconocimiento de que ninguna confesión tendrá 
carácter estatal (16.3), sin perjuicio de las posibles relaciones de cooperación con unas y otras reli-
giones. Se acabó en España, esperemos que definitivamente, el cuius regio, eius religio. De hecho, el 
panorama de la libertad de conciencia ha mostrado una enorme vitalidad a lo largo de todos estos 
años, como evidencia el crecido número de organizaciones inscritas en el Registro de Asociaciones 
religiosas, que se lleva en el Ministerio de Justicia. Cierto que la práctica destaca ciertas situaciones 
de ventaja y de privilegio a favor de la Iglesia católica derivadas especialmente de los convenios fir-
mados con la Santa Sede nada más aprobarse la Constitución, el 3 de enero de 1979, así como que 
los tres convenios de cooperación concertados en 1992 con la Federación de Entidades Evangélicas 
del Estado, con la Federación de Comunidades Israelitas de España y con la Comisión Islámica de 
España (respectivamente, Leyes 24, 25 y 26, todas ellas de 10 de noviembre de 1992), si no difumi-
nan la diferencia de trato con la Iglesia católica, marcan también diferencias entre ellas y otras or-
ganizaciones religiosas, de manera que quedan no pocos pasos por recorrer para afianzar del todo 
una situación de no discriminación y transparencia plena, pero entiendo que estos aspectos –que 
incitan a seguir trabajando para superarlos–, no empañan el acierto y solidez de los pasos logrados, 
tras una larga y trabajosa evolución histórica. En suma, derechos fundamentales en sentido ple-
no, reconocimiento a los ciudadanos de una efectiva libertad y, en coherencia, postura de neutrali-
dad del Estado como salvaguarda del pluralismo. Recordaré, para terminar, el párrafo paradigmáti-
co de la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos en materia de libertad religiosa 
al interpretar el Convenio Europeo de Derechos Humanos, que me gusta destacar cuando puedo,

Tal y como la protege el artículo 9, la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión representa uno 
de los pilares de cualquier sociedad democrática, en el sentido del Convenio. En su dimensión religiosa 
figura entre los más esenciales elementos de identidad de los creyentes y de su concepción de la vida, 
pero es también un bien precioso para los ateos, los agnósticos, los escépticos o los indiferentes. Es 
connatural al pluralismo, tan trabajosamente conquistado a través de los siglos, consustancial a dicha 
sociedad.2

2 Por razones de espacio he centrado mis reflexiones en Estados de tradición cristiana, y señaladamente en España, dejando 
fuera lo sucedido en Estados en la órbita de otras religiones, como la musulmana. En este último supuesto, con excepcio-
nes, y con variadas fórmulas intermedias, es notable el mantenimiento de situaciones de teocracia, con presencia direc-
ta de la religión en las cosas del Estado, y con la obvia limitación de los derechos de los ciudadanos. A modo de ejemplo 
reciente, se puede observar cómo en algunos casos la eclosión de la llamada primavera árabe, con una aparente apues-
ta por criterios de corte liberal, como la libertad de expresión, de manifestación, de partidos políticos, de control de los 
aparatos del Estado, etcétera, no dejaba de concluir incluyendo la sharía en la cúspide del sistema constitucional. 




